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Exp. 275/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 275/2018.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: LA PERSONA MORAL DENOMINADA **********

	DEMANDADA: DIRECTORA DE COMERCIO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y PRESIDENTE MUNICIPAL DE DICHO AYUNTAMIENTO.                                                                                                                                                                                                                                                                                                


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P.,  catorce de junio del dos mil dieciocho. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 275/2018, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas a la Directora de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y otra. 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día veintidós de marzo del dos mil dieciocho, el C. **********en su carácter de apoderado legal de la persona moral denominada**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas a la Directora de Comercio del  Ayuntamiento de San Luis Potosí  y al Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento y como acto impugnado el siguiente:
 “La resolución definitiva de fecha 28 de febrero del 2018 contenida en el expediente **********, ante la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., suscrito por Directora General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., de nombre **********, al ser autoridad que emitió la resolución impugnada, resolución por la cual se impone a **********. una sanción económica por la cantidad de Cincuenta Unidades de Medición y Actualización vigentes en la Ciudad de San Luis Potosí, por aparentemente violaciones al Reglamento para Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, así como el procedimiento que le dio origen a la resolución antes referida en conjunto con su notificación, resolución y orden de visita …..”  
II.- En proveído de dos de abril del dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas,  para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera, y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 
Tocante a la suspensión solicitada por la persona moral actora, con fundamento en los artículos 260 y 261 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a efecto de que no se llevara a cabo el cobro de la sanción impugnada en el presente juicio, ni las actualizaciones de la misma; esta le fue negada al actor, en razón de que el cobro por la cincuenta unidades de medición y actualización ya habían sido cubiertas, según consta en el recibo de pago **********, expedido por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y que la misma actora adjuntó a su demanda en original.
III.- En proveído de ocho de mayo del dos mil dieciocho, se acordó lo siguiente:

Se tuvo al **********, en su carácter de Presidente Municipal Interino y al C. ********** en su carácter de Encargado de Despacho de la Dirección de Comercio; ambos pertenecientes al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., por dando contestación a la demanda, en virtud de lo cual, se ordenó con la copia simple de los escritos de contestación y sus anexos, correr traslado a la parte actora, para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora se le tuvo por ofrecidas y admitidas copia certificada del instrumento notarial número **********del libro **********, del Protocolo a cargo del Notario Público 110 del Distrito Federal; original de la resolución Administrativa, Visita de Inspección número ********** de fecha 28 de febrero del 2018, firmada por **********, Directora General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; copia al carbón del instructivo de notificación de fecha 01 de marzo de 2018, mediante la cual se notifica la resolución de fecha 28 de febrero de 2018; copia fotostática debidamente certificada del Procedimiento Administrativo de Visita de Inspección folio **********; remitidos por el Encargado de Despacho de la Dirección de Comercio del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; la presuncional legal y humana y la instrumental de actuaciones.

Al Presidente Municipal Interino Del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas: Copia certificada del Periódico Oficial de fecha 29 de septiembre del 2015 y el Acta de la Segunda Sección Extraordinaria de Cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis potosí, celebrada el 23 de marzo del año 2018; la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

Al Encargado de Despacho de la Dirección de Comercio Perteneciente al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes: Copia certificada de su nombramiento, de fecha 01 de mayo de 2018; copia fotostática certificada del Procedimiento Administrativo de Visita de Inspección folio **********, consistente en los siguiente elementos: la orden de visita de inspección y acta administrativa de fecha 13 de febrero del año 2018, la resolución administrativa pronunciada por la Dirección General de Comercio Municipal, de fecha 28 de febrero de 2018; la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

Finalmente, se señalaron las diez horas del treinta y uno de mayo del dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda y  a los de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo el apoderado legal de la persona moral demandante y se certificó que no se formularon estos por parte de las autoridades demandadas. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos al Magistrado Relator para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La legitimación en el proceso de la parte  actora se encuentra plenamente acreditado, ya que en el presente juicio se impugna la resolución dictada el 28 de febrero de 2018, por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, relativa a la visita de inspección **********, a través de la cual, se impuso a la empresa ********** una multa por la cantidad total de cien unidades de medida, así como el procedimiento que dio origen a dicha resolución, así como su notificación y la orden de visita, documentos visibles a fojas 44 a la 53 de autos.
Ahora bien, en el presente caso comparece a juicio el C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral ya mencionada, a demandar la nulidad de los citados actos y acredita su personalidad con la copia certificada de la protocolización del Instrumento contenido en la escritura número **********, libro **********  de la Notaria Publica Número **********, con ejercicio en el Distrito Federal, que contiene el poder especial otorgado por parte de la persona moral “********** a favor de **********, para que lo ejerzan conjunta o separadamente, misma que se encuentra  visible a fojas 20 a la 25 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Respecto a la personalidad del C. **********, en su carácter de Presidente Municipal Interino y por el C. **********, en su carácter de Encargado de Despacho de la Dirección de Comercio; ambos pertenecientes al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., acreditaron dicho con la copia certificada del Periódico Oficial del Estado, de fecha treinta de septiembre de dos mil quince, correspondiente a la Declaración de Validez de las Elecciones y con la copia debidamente certificada del nombramiento, respectivamente expedido a su favor, mismos que se localizan a fojas 71 a la 87 y 112 del expediente en el que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución dictada el 28 de febrero de 2018, por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, relativa a la visita de inspección **********, a través de la cual, se impuso a la empresa PROPIETARIO Y/O REPRESENTANTE LEGAL Y/O ENCARGADO DEL ESTABLECIMIENTO DENOMINADO “**********.”, una multa por la cantidad total de cien unidades de medida, así como el procedimiento que dio origen a dicha resolución, su notificación y la orden de visita correspondiente**********
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
1. Por su parte, el Presidente Municipal Interino del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí,  plantea, como causal de sobreseimiento la inexistencia del acto impugnado a que se refiere la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y al efecto refiere que en lo que respecta a la autoridad que representa no existe el acto que se reclama, dado que la resolución administrativa impugnada no fue emitida por el Presidente Municipal de San Luis Potosí, sino por otra autoridad, como así lo refiere el propio actor.

Al respecto se estima que la causal de improcedencia aducida por la diversa autoridad demandada Presidente Municipal Interino del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí,  es fundada, ya que en efecto no existe acto impugnado atribuible a dicha autoridad, puesto que el acto impugnado, es decir la resolución dictada el 28 de febrero de 2018, relativa a la visita de inspección **********, a través de la cual, se impuso a la empresa PROPIETARIO Y/O REPRESENTANTE LEGAL Y/O ENCARGADO DEL ESTABLECIMIENTO DENOMINADO “**********.”, una multa por la cantidad total de cien unidades de medida, fue emitida por la Directora de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al igual que la orden de visita que dio lugar al procedimiento;  sin que se advierta que el Presidente Municipal en referencia, haya tenido intervención alguna en la emisión de dichos documentos.
Así las cosas, en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento prevista por el artículo 229 fracción V del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que se refiere a la diversa autoridad demandada Presidente Municipal Interino del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí,  en razón de que no existe acto impugnado atribuible a dicha autoridad, por lo que se decreta el Sobreseimiento parcial del presente Juicio Contencioso Administrativo en relación a esa autoridad demandadas.

La Sala no es omisa en precisar, que el sobreseimiento decretado, no exime a la diversa autoridad demandada Presidente Municipal Interino del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí,  de efectuar todas las actividades de su esfera competencial, para cumplir la sentencia que se dicte por ésta Sala, ya que de acuerdo con lo que dispone el artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cumplimiento de las sentencia es de orden público e interés general, por lo que todas las autoridades están obligadas a su cumplimiento, incluso las que no fueron demandadas por lo que le resulta aplicable el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por los artículos 255 y 256 del Ordenamiento en cita.

En ese contexto, se precisa, que el Juicio Contencioso Administrativo subsiste por lo que se refiere a la diversa autoridad demandada Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., por lo que en lo subsecuente, cuando se haga alusión a la autoridad demandada, se debe entender que se trata de dicha Autoridad.
2. Ahora bien, por lo que se refiere al planteamiento de la diversa Autoridad Demandada Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., a juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria resulta parcialmente fundado, atentos a las consideraciones que se exponen enseguida.

Esta Sala Unitaria advierte que el C********** en su carácter de Encargado de Despacho de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al contestar la demanda propone como causa de improcedencia la prevista en la fracción II, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del juicio contra actos que no afecten los intereses del actor, argumentando en primer término; que las actividades comerciales como la que ejerce la parte actora se encuentran reguladas por el Ayuntamiento a Través del Reglamento para el ejercicio de las actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios, por lo que el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí se encuentra investido de competencia para normar la ejecución de las labores comerciales, industriales y de prestación de servicios por parte de los particulares en el municipio de San Luis Potosí, mediante los artículos 3 fracción IX, 18 y 21 del citado Reglamento, cuyos normativos imponen como obligación  para desempeñar actividades comerciales por parte de los particulares, el contar con la autorización previa concedida por la autoridad municipal; en segundo término, refiere que  considerando la competencia de que se encuentra investida la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, el trece de febrero del presente año, se realizó la visita de inspección  folio número **********, al amparo de la orden de verificación con número de folio**********emitida en favor del Inspector **********, perteneciente al Departamento de Inspección General Municipal, en el establecimiento comercial con giro de **********, situado en la **********en esta Capital con la finalidad de que cumpliera con la finalidad de comprobar que el ahora actor cumplía con la obligación de detentar la licencia respectiva que lo faculte al funcionamiento de la actividad del **********, en donde entendió la diligencia con una persona de nombre **********, quien se identificó debidamente y manifestó ser el Jefe de Logística, y a quien a pesar de requerírsele para que exhibiera la licencia de funcionamiento correspondiente, no exhibió ningún documento. 

Que una vez concluida la visita de verificación, el inspector designado le entregó al visitado copia del acta circunstanciada elaborada, además de informarle que detentaba el derecho de formular por escrito y en el término de cinco días observaciones y ofrecer pruebas en relación a los hechos señalados en dicha acta; la cual, aduce que reúne las debidas formalidades que establece el artículo 79 del Reglamento para el ejercicio de las actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios, es decir, los preceptos legales y las circunstancias que se ordenaban a comprobar, así mismo reúne los requisitos que deben de ostentar los actos realizados por las autoridades, por lo que la impugnación de la doliente es inatendible e improcedente, en virtud de que el acto impugnado se encuentra cubierta de los requisitos y exigencias dispuestas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Reglamento municipal , por lo que de ninguna manera se vulneran los derechos fundamentales de la accionante.

Sigue diciendo la autoridad, que derivado del acta de trece de trece de febrero del presente año, se emitió la resolución de fecha veintiocho de febrero del mismo año, en la que se determinó sancionar a la ahora inconforme y cuya resolución está debidamente fundada y motivada, ya que se asentaron circunstancias especiales de tiempo, modo y lugar, como son la fecha, el lugar, las causas, el lugar, las causas, circunstancias, motivos y las disposiciones legales en las que se sustentó tal determinación, así como las razones particulares o causas inmediatas  que se tomaron en consideración para la imposición de la sanción económica que se recurre y concluye señalando que la parte actora no justifica el perjuicio que dice le ocasionan a sus intereses jurídicos, careciendo del derecho para solicitar la nulidad de los actos impugnados al no contar con la licencia de funcionamiento correspondiente.

A juicio de esta Sala Colegiada la causal de sobreseimiento que hace valer la autoridad demandada resulta ser parcialmente fundada, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término, se debe de hacer mención que por disposición expresa de lo previsto en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; es decir, se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, al efecto se transcribe el citado numeral.
“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”
En ese sentido debe decirse  que ha sido criterio  de la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización,  permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación  en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 
Ello, conforme a lo establecido en el criterio jurisprudencial cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se vierten, y la cual resulta aplicable al caso en particular, pues en ella se hace la interpretación de una norma de contenido similar al artículo antes transcrito que rige el presente juicio de nulidad.

Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.

Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 
En este orden de ideas, si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la autorización expedida por la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada como lo es efectuar el giro de Centro de Distribución; tal y como lo establecen los artículos 18, 21, 22 y 23 del Reglamento para el Ejercicio de las actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional la resolución de fecha veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, relacionada con la visita de inspección número **********, mediante la cual se impone a la ahora actora mulata equivalente a cincuenta unidades de medida y actualización, por desempeñar el giro de Centro de Distribución careciendo de la licencia correspondiente; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad; no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta; ello, en el entendido que lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la imposición de dicha sanción y no aquellos elementos ajenos o distintos a ella.

Motivo por el cual es de decretar el sobreseimiento parcial de este juicio únicamente en cuanto a los actos impugnados por la parte actora consistente en la orden de visita con número de folio ********** así como del procedimiento que dio origen a la resolución; dejando subsistente el presente juicio de nulidad únicamente respecto de la resolución de fecha veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, mediante la cual se impone a la ahora actora mulata equivalente a 50 unidades de medida y actualización.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 02 a la 15 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- A juicio del Magistrado Titular de la Segunda Sala unitaria, los argumentos planteados por la parte actora en el Primero de los conceptos de impugnación que se encuentran referidos a la resolución administrativa de fecha veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, resultan esencialmente fundados y suficientes para declarar la ilegalidad y nulidad de la misma; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.

Como se adelantó los argumentos de la parte actora serán estudiados desde la perspectiva de que esta, únicamente tiene interés jurídico para controvertir la legalidad de la sanción impuesta, por tanto la litis en la presente controversia consiste en analizar la legalidad o ilegalidad en su caso, de la resolución administrativa de fecha veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho dirigida a “**********,  giro Centro de Distribución, ubicado en **********, en esta Capital, por la cual se impuso una multa por la cantidad de cincuenta unidades de medida y actualización, con base en los conceptos de impugnación expuestos por el accionante y conforme al contenido integral de su escrito de demanda.

En ese contexto,  la accionante hace valer la ilegalidad del acto impugnado, en virtud de que la emisora no funda debidamente su competencia material, ni facultades para ordenar la multa, pues de los fundamentos expuestos por la autoridad demandada para fundar su competencia, no se advierte que la titular de la Dirección de Comercio tenga previsto facultades para emitir la resolución y sus funciones de sancionar, como los consignados en la resolución impugnada, por lo que la demandada lo deja en estado de indefensión.
Al respecto debe decirse  que a juicio del Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria es fundado el argumento que hace la parte actora, cuando sostiene que el acto impugnado adolece de una indebida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora, como enseguida se explica.

En principio es necesario establecer que además de lo señalado por el actor, del contenido del artículo 250 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se deduce el imperativo para los integrantes de esta Sala Colegiada, de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia,
 obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice si el acto impugnado contiene el fundamento debido de la competencia de la autoridad que emite el acto de molestia. La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.”
 (El subrayado es nuestro.)

En ese orden, como premisa mayor debemos considerar que la Constitución General del País establece, que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello,
 pues en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.
 
Lo anterior nos lleva a concluir que las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.
En esta tesitura, se infiere que mencionar el ordenamiento jurídico y la disposición legal que le conceda atribuciones a la autoridad para emitir un acto de molestia tiene, en realidad, un solo objetivo, que consiste en brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a la autoridad del deber de fundar con precisión su competencia, se privaría al afectado de un elemento que pudiera resultar esencial para impugnarla adecuadamente, cuando lo considere conveniente, al desconocer la norma legal que faculta a la autoridad a emitir el acto de molestia que afecta su esfera jurídica y, en su caso, de controvertir la actuación de aquélla cuando estime que ésta no se ajusta al ordenamiento jurídico que le otorga atribuciones para ello o cuando la disposición jurídica pudiere encontrarse en contradicción con la Constitución Federal.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto de molestia la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo, toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración, de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas.
Así, al ser la competencia del órgano administrativo el conjunto de atribuciones o facultades que les incumben a cada uno de ellos, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica, no es posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

Entonces, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, por lo que debe señalar el precepto legal, que otorgue la atribución, con el señalamiento del apartado, facción, inciso, sub-inciso, e incluso transcribir la parte relativa, si se trata de una norma compleja, pues de lo contrario se deja en estado incertidumbre jurídica al gobernado.

En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, que dice:
"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. 
Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."

De igual manera tienen aplicación a la controversia de referencia, los siguientes criterios jurisprudenciales:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.
 De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.”

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.
 De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

Como puede verse, las Tesis de Jurisprudencia transcritas, dan sustento al reclamo de la Parte Actora, pues se establece, que la cita de la competencia de la Autoridad es una cuestión trascendente, y que debe ser citada de manera precisa y exhaustiva, por lo que debe señalar el precepto legal, que otorgue la atribución, con el señalamiento del apartado, facción, inciso, sub-inciso, e incluso transcribir la parte relativa, si se trata de una norma compleja, pues de lo contrario se deja en estado incertidumbre jurídica al gobernado.
En ese contexto, por lo que hace al acto impugnado en este juicio, se aduce que el mismo es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídicas a que se ha hecho relación, toda vez que del análisis integro de la resolución administrativa de fecha 28 veintiocho de febrero de 2018 dos mil dieciocho dirigida al propietario y/o titular de la negociación denominada “********************  giro Centro de Distribución, ubicado en **********en esta Capital, por la cual se impuso una multa por la cantidad de cincuenta unidades de medida y actualización, visible a fojas 49 a la 52 de autos, se aprecia que la autoridad emisora incumplió con la obligación legal de establecer el dispositivo en el que se encuentra conferida su facultar para dictar el acto de molestia al particular, ya que como puede verse del mismo la demandada solo hace referencia en cuanto a su competencia, a los numerales 14, 16 y 115 de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos, 114 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 31 inciso c), fracción XVIII, 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, 3° fracción VII, 4 fracción V y 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 133 fracción II, 160 y 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí; al señalar textualmente en el considerando primero de la citada resolución que comprende el fundamento de la competencia de la emisora, lo siguiente:

 “CONSIDERANDO”

“PRIMERO. Esta Dirección de Comercio Municipal es competente conforme a las facultades que detenta y deviene de lo dispuesto por los Artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos; 114 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 31 inciso c), fracción XVIIII, 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 3o fracción VII, 4 fracción V y 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, 3° fracción VII, 5° Fracción VI y 11 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí.”

Para mejor comprensión de lo anterior, se transcriben los dispositivos referidos por la autoridad demandada en el acto que se analiza, cuyo contenido es el siguiente:
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
“Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

Párrafo reformado DOF 09-12-2005 

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.”
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días.

Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia. 

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal. 

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. Las comunicaciones privadas son inviolables. 
La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley.
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor.

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes.

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos. 

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y su violación será penada por la ley. 

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente.”
“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan. Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley. En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores; II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer: 84 a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad; b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento; c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución; d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; b) Alumbrado público. c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos; d) Mercados y centrales de abasto. e) Panteones. f) Rastro. g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e i) Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y socioeconómicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera. Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales. Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio; 85 Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley. IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones. b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de los Estados. c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución. Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley; V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de los municipios; d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales; e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 86 g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del inciso i) de esta fracción; VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia. VII. La policía preventiva estará al mando del presidente municipal en los términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado. Aquélla acatará las órdenes que el Gobernador del Estado le transmita en aquellos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público. El Ejecutivo Federal tendrá el mando de la fuerza pública en los lugares donde resida habitual o transitoriamente; VIII. Las leyes de los estados introducirán el principio de la representación proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los municipios. Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el Artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones reglamentarias. IX. Derogada. X. Derogada.

Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.

ARTÍCULO 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa. La competencia del gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva, y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. Los ayuntamientos se compondrán por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine, electos popularmente por votación directa, quienes podrán reelegirse por un período adicional por el mismo carago. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubiere postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. Las personas que, por elección indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad, desempeñen la función propia de sus cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, podrán ser reelectas para el período inmediato siguiente. En el caso de los funcionarios suplentes, podrán ser electos para el período inmediato siguiente sin ser considerado como reelección, siempre que no hayan ejercido funciones u ostentado el carácter de propietarios en el Ayuntamiento respectivo. 

II.- Los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberá expedir la Legislatura del Estado, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia, y aseguren la participación ciudadana y vecinal. El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer: a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad; b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos, para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al período del Ayuntamiento; c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal, cuando al no existir el convenio correspondiente, la Legislatura estatal, previa solicitud que le sea presentada por el Ayuntamiento respectivo aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes, considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos, y e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. La Legislatura estatal emitirá las normas que establezcan los procedimientos, mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del Estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; b).- Alumbrado público; c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos; d).- Mercados y centrales de abasto; e).- Panteones; f).- Rastro; g) Calles, parques, jardines y su equipamiento; h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito; i).- Cultura y recreación; y j).- Los demás que el Congreso del Estado determine, según las condiciones territoriales y socioeconómicas de los municipios, pudiendo tener el concurso del Estado respecto de los mismos, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes secundarias. Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales. Cuando un Municipio, por causas excepcionales, no pueda proporcionar los servicios que esta Constitución y las leyes secundarias señalen, el Ejecutivo del Estado podrá asumir la prestación de los mismos total o parcialmente, según sea el caso, previa la aprobación del Congreso y por el tiempo estrictamente necesario. Los municipios del Estado, previo el acuerdo entre sus ayuntamientos y con sujeción a la ley, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las respectivas legislaturas de los Estados. Asimismo, cuando a juicio de los ayuntamientos sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o través (sic) del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio Municipio. La policía preventiva municipal estará al mando del Presidente Municipal, en los términos del reglamento correspondiente. Aquélla acatará las órdenes que el Gobernador del Estado le transmita en aquellos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público; 

IV.- Los Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que el Congreso establezca a su favor y, en todo caso: a).- Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezca el Estado sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio del valor de los inmuebles. Los Municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de alguna de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones; b).- Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios, con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente determine el Congreso del Estado; c).- Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. Las leyes locales no establecerán exenciones o subsidios respecto a los ingresos a que se refieren los incisos a) y c), en favor de persona ni de institución alguna. Sólo los bienes del dominio público de la Federación, de los Estados o de los municipios estarán exentos de dichas contribuciones, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. Los ayuntamientos en el ámbito de su competencia, propondrán a la Legislatura del Estado las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. El Congreso del Estado aprobará las leyes de ingresos de los municipios a más tardar el quince de diciembre de cada año; revisará y fiscalizará sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que percibirán los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto por el artículo 133 de ésta constitución. Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley. Las remuneraciones de los miembros de los ayuntamientos serán determinadas por el Cabildo en sus respectivos presupuestos de egresos; 

V. Los municipios en los términos de las leyes federales y estatales relativas, estarán facultados para: a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o el Estado elaboren proyectos de desarrollo regional, deberán asegurar la participación de los municipios; d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales; e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas, y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. En lo conducente y de conformidad con los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios; 

VI.- Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas, formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, los Municipios intervendrán en la planeación de dichos centros, en forma conjunta y coordinada con la Federación, entidades federativas y demás municipios interesados, con apego a la ley federal de la materia; 

VII.- El Estado estará facultado para celebrar convenios con los Municipios, a efecto de que éstos asuman la prestación de los servicios o la atención de las funciones a que se refiere el artículo 80 fracción XVII de esta Constitución; 

VIII.- Los Municipios estarán facultados para celebrar convenios con el Gobierno del Estado a efecto de que éste asuma la prestación de servicios públicos de su competencia. Asimismo podrán concesionar, con autorización del Congreso del Estado, de manera parcial o total, los servicios públicos a su cargo, a excepción de los de seguridad pública y tránsito, en los términos previstos en la Ley Orgánica del Municipio Libre; 

IX.- Cada Municipio deberá llevar y mantener actualizado el catastro de propiedad, industria, profesión o trabajo de sus habitantes, en los términos del artículo 36, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

X.- Los Ayuntamientos sólo tendrán las atribuciones que expresamente les confieren esta Constitución y las leyes que de ella emanen. La ley definirá las responsabilidades en que incurran con motivo del ejercicio de sus cargos; y 

XI.- Los Ayuntamientos serán electos cada tres años. Se integrarán con un Presidente, hasta con dos Síndicos y con Regidores de mayoría relativa y de representación proporcional en los términos del artículo 115, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, quienes tendrán las mismas facultades y obligaciones que los Regidores de mayoría relativa, conforme lo disponga la ley de la materia. "

Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí
ARTICULO 31. Son facultades y obligaciones de los ayuntamientos:

c) En materia Operativa:

XVIII. Infraccionar a las personas físicas o morales por violaciones a las leyes, bandos y reglamentos municipales vigentes;

ARTICULO 70. El Presidente Municipal es el ejecutivo de las determinaciones del Ayuntamiento; tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir la Ley Orgánica del Municipio Libre, el Bando de Policía y Gobierno, los reglamentos y demás ordenamientos del Municipio, y las resoluciones del Cabildo que estén apegadas a derecho;

... XXI. Conceder y expedir en los términos de ley, las licencias para el aprovechamiento de parte de particulares de las vías públicas, así como las relativas al funcionamiento de comercios, espectáculos, cantinas, centros nocturnos, bailes y diversiones públicas en general, mediante el pago a la Tesorería de los derechos correspondientes;
REGLAMENTO PARA EL EJERCICIO DE LAS ACTIVIDADES COMERCIALES, INDUSTRIALES Y DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN EL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSÍ.
ARTÍCULO 3º.- Para los efectos del presente Reglamento se entenderá:
……

VII.- DIRECCION: La Dirección de Comercio del Municipio del H. Ayuntamiento Constitucional de San Luis Potosí, como área de administración municipal encargada del ejercicio directo de las funciones y prestación directa de servicios públicos municipales normados por el presente Reglamento. Para el correcto cumplimiento de sus funciones tiene a su cargo los Departamentos de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad e Inspección General, como órganos que dependen de la misma.

ARTÍCULO 4º.- Para los efectos del presente Reglamento, son autoridades:
…….
V.- El Director de Comercio Municipal;

ARTÍCULO 9º.- Son facultades y obligaciones del Director de Comercio, las siguientes:

I.- Dirigir la prestación de servicios públicos normados por este Reglamento, delegando al efecto en sus subordinados aquellas de sus facultades que sean necesarias para la correcta aplicación de los mismos.

II.- Responder ante el Presidente Municipal y Cabildo de la correcta conducción y administración de la dirección a su cargo, así como de la efectiva coordinación entre el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, y el Departamento de Inspección General, igualmente entre estos y los demás órganos competentes de la Administración Municipal, respecto de las materias motivo de este Reglamento.

III.- Expedir las circulares, acuerdos y ordenes que le competan y se dicten en relación con las actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios, así como lo relativo a la venta, consumo, distribución y suministro de bebidas alcohólicas de baja graduación, que se realicen en el Municipio Libre de San Luis Potosí,

IV.- Expedir las licencias y autorizaciones establecidas en el presente Reglamento; habiendo verificado preliminarmente el cumplimiento de los requisitos que marca el presente Ordenamiento y la demás normatividad aplicable.

V.- Desahogar y resolver los procedimientos derivados de infracciones al presente Reglamento y demás normatividad relativa, aplicando al efecto las sanciones correspondientes;

VI.- Vigilar el cumplimiento de las normas procesales y administrativas a las que se sujete, la emisión de las licencias que refiere el presente Reglamento, de acuerdo a la normatividad aplicable.

VII.- Proponer modificaciones, reformas o adecuaciones al presente Reglamento;

VIII.- Solicitar la intervención de las Autoridades correspondientes, cuando sea indispensable para dar cumplimiento a las disposiciones del este Reglamento.

IX.- Conceder, modificar, expedir, negar, cancelar o revocar en los términos del presente Reglamento y demás normatividad aplicable, las autorizaciones relativas al funcionamiento de los establecimientos que ejerzan actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios en el Municipio, así como las licencias para la venta, consumo, distribución y suministro de bebidas de bajo contenido alcohólico, previo pago de derechos por parte del interesado;

X.- Aplicar dentro de la demarcación del Municipio de San Luis Potosí, las disposiciones comprendidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en lo que corresponde al Ayuntamiento de la Capital. siendo responsable de sus acciones ante el Presidente y el propio Ayuntamiento.

XI.- Aquellas otras que se deriven del texto de este Reglamento y demás normatividad relativa.

Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí.

Artículo 133.- Para la Prestación de los servicios municipales y el adecuado desempeño de su actividad, la Administración Municipal cuenta con las siguientes Áreas: 

II. Dirección General de Comercio.

Artículo 160. Las Direcciones Generales a que se refiere el artículo 133 del presente reglamento, tendrán las atribuciones que se establecen en este título.
Artículo 163. La Dirección General de Comercio tendrá a su cargo las atribuciones y facultades siguientes:

I. Integrar y actualizar permanentemente los padrones municipales de negocios establecidos, concesionarios y propietarios de puestos y locales en mercados, comerciantes y organizadores de espectáculos. 

II. Realizar los trámites para expedir y renovar periódicamente la licencia de operación municipal a establecimientos comerciales, industriales y de servicios; así como otorgar los permisos para espectáculos públicos y comercio en la vía pública municipal. 

III. Administrar la operación y mantenimiento de los mercados públicos municipales para garantizar el apego a ordenamientos municipales que los regulan y que cumplan el objeto para el que fueron destinados; así como promover su construcción en las zonas urbanas donde se requieran. 

IV. Vigilar y regular que la operación del servicio que brindan las centrales de abasto, se sujete a las disposiciones municipales establecidas. 

V. Constatar el cumplimiento a los ordenamientos municipales que regulan las actividades comerciales, industriales y de servicios; así como los espectáculos públicos y operación de los mercados, mediante recorridos y visitas de inspección, y en su caso de ser procedente, elaborar las actas de infracción que procedan. 

VI. Apoyar el ejercicio de la autoridad municipal para sancionar la violación a los ordenamientos citados en el párrafo anterior, aplicando las medidas cautelares y de garantía fiscal procedentes. 

VII. Otorgar las licencias y permisos necesarios para la instalación y uso con vista a la vía pública de todo tipo de publicidad contemplada en los ordenamientos normativos de la materia y en general, regular dicha actividad. 

VIII. Vincular acciones con diversas dependencias, cámaras y organizaciones comerciales para controlar y equilibrar adecuadamente los diversos sectores de la población dedicados al comercio, industria y servicios. 

IX. Ejercer las demás atribuciones y facultades que en el ámbito de su competencia, le señalen las leyes, reglamentos e instrumentos legales y administrativos vigentes; así como aquéllas encomendadas expresamente por la Presidencia Municipal. 

X. Ejercer originariamente el trámite y resolución de los asuntos de su competencia, y que para la mejor organización del trabajo, delegará cualquiera de sus funciones, excepto aquéllas que por disposición de ley, reglamento interno o acuerdo, deban ser ejercidos precisamente por el titular.
De los preceptos transcritos, se desprende primeramente que los numerales 115 de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos, 114 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 31 inciso c), fracción XVIII, 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VII y 4 fracción V, del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios, así como  3° fracción VII y 5 fracción VI  del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí, al igual que los numerales 133 fracción II y 160 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí; se refieren a la garantía de seguridad y jurídica, a la forma de gobierno municipal, a las facultades del Ayuntamiento y a la existencia de la Dirección de Comercio como órgano de la Administración Pública Municipal; sin que estos contengan referencia concreta a las facultades del Director de Comercio, para emitir el acto que hoy se controvierte ante este Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

Por otra parte, si bien es cierto la demandada alude a las disposiciones del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, entre ellos los artículos 9; así como el 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí; que se refieren a las facultades del Director de Comercio, que establecen las funciones y facultades de dicha autoridad, lo cierto, es que no cita cuál de las fracciones que conforman las citadas disposiciones reglamentarias son las que expresamente le confieren competencia para emitir el acto administrativo impugnado, habida cuenta que no basta la simple cita de dichas disposiciones para que se cumpla a cabalidad la obligación de fundar la competencia material atribuida a la entidad que representa, sino que impera la obligación de señalar además del precepto legal, que otorgue la atribución, el apartado, facción, inciso, sub-inciso, e incluso transcribir la parte relativa, si se trata de una norma compleja.

Lo anterior, sin que implique desconocimiento de las facultades conferidas a dicha Dirección, pues según los dispositivos aludidos, no se advierte cita del dispositivo legal que contenga la atribución del Director de Comercio Municipal para emitir el acto de la naturaleza que se trata, lo que implica desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello.

Por consiguiente, en la especie, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la omisión de requisitos formales, como lo son la fundamentación de la competencia de la autoridad; toda vez que, la Directora de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, fue omisa en justificar debidamente la competencia para emitir el acto de la naturaleza de que se trata.
Ahora, al ser la causa de ilegalidad la indebida fundamentación de la competencia del funcionario que emitió el acto impugnado, lo conducente es declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado. El criterio que adopta ésta Sala, se apoya en la las Tesis de Jurisprudencia del Pleno y Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en la Tesis Aislada del Pleno de dicho Alto Tribunal, que abordan el problema jurídico concreto, y que a continuación se transcriben:
“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA..- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal..-  Contradicción de tesis 34/2007-SS.”

Las negrillas y el Subrayado son nuestros.

En consecuencia, con fundamento en los 250 fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de San Luis Potosí, lo precedente es declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ total del acto administrativo impugnado y por consecuencia la NULIDAD lisa y llana de dicho acto, consistente en la resolución dictada el 28 de febrero de 2018, por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, relativa a la visita de inspección **********, a través de la cual, se impuso a la empresa “**********”, una multa por la cantidad total de cincuenta unidades de medida de medida y actualización, por supuestas violaciones al Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicio del Municipio Libre de San Luis Potosí.
Por tanto, toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente  afectados  o  desconocidos,  en  los  términos  que  se establezca, y tomando en consideración que obra a fojas 53 del presente expediente, el recibo de entero folio ********** expedido por la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en el que consta el pago de la multa impuesta en la resolución de fecha veintiocho de febrero del presente año relativa a la visita de inspección **********, que ha sido declarada ilegal, en la cantidad de $4,038.00 (cuatro mil treinta y ocho pesos 00/100 M.N), y toda vez que dicha documental no fue objetada por la autoridad demandada, hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordena a la autoridad demandada efectuar la devolución de dicha cantidad al actor al haberse decretado la ilegalidad de la resolución de la que derivó el pago.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

 CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracción XIV, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248,  249, 250 fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento del Juicio Contencioso Administrativo por lo que se refiere al Presidente Municipal Interino del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; de acuerdo a las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando CUARTO apartado número 1, de ésta Sentencia.
TERCERO.- Se declara el sobreseimiento del Juicio Contencioso Administrativo por lo que se refiere a los diversos actos administrativos impugnados consistentes en la orden de visita y acta administrativa, ambas con número de folios **********; de acuerdo a las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando CUARTO, apartado número 2, de ésta Sentencia.
CUARTO.- Se declara la nulidad lisa y llana del acto impugnado consistente en: “la resolución dictada el 28 de febrero de 2018, emitida por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, relativa a la visita de inspección **********, a través de la cual, se impuso a la empresa **********”, una multa por la cantidad total de cincuenta unidades de medida de medida y actualización; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando SEXTO de ésta Sentencia.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- rubricas
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
�ARTICULO 250(…) La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.


� Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página: 154.


      �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Página:   310.


� Novena Época, Registro: 172182, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXV, Junio de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 99/2007, Página:   287.





